13º SIMPOSIO SOBRE LEGISLACIÓN TRIBUTARIA ARGENTINA

CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONÓMICAS

DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

3 al 5 de agosto de 2011

COMISIÓN Nº 2: “Fiscalidad de las modernas formas de negocios. Comercio electrónico y otras”

CONCLUSIONES

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 5 días del mes de agosto de 2011, reunidos en la sede del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los integrantes de la Comisión N° 2 del 13° Simposio de Legislación Tributaria Argentina, bajo la presidencia del Dr. César M. Cavalli, presidencia alterna del Dr. Alberto Turró, relatoría a cargo del Dr. Pablo Campagnale, secretaria a cargo Dra. Verónica C. García García, habiendo evaluado lo acontecido durante el transcurso de las sesiones, manifiestan:

VISTO:

i) Las directivas emanadas de la relatoría.

ii) Los trabajos presentados por los participantes en la Comisión, Dres. Fernanda M. Fernández (“El comercio electrónico y las transferencias de tecnología: un ensayo conceptual”); Roberto O. Mazzini (“Los nuevos regímenes de percepción sobre las operaciones concertadas a través de portales de comercio electrónico”); Mirna S. Screpante (“Tratamiento de las rentas derivadas de la transferencia de tecnología. Consideraciones teóricas e impositivas”); y María I. Vázquez Cambón (“La realidad del impuesto a las ganancias en relación al software y el uso de bases de datos internacionales”).

iii) El exhaustivo análisis de los temas expuesto por los panelistas de la Comisión, Marcos Pueyrredón y los Doctores Liliana Molas, Mario Bibiloni y Ricardo E. Riveiro. Y
iv) La intervención de los participantes en la Comisión y de sus autoridades.

A. EN CUANTO A ASPECTOS GENERALES:

A.1. CONSIDERANDO:

1. Que el uso de Internet y las nuevas tecnologías, en general, permite reducir la brecha económica que separa a nuestras empresas (principalmente las PyMEs), profesionales y emprendedores, respecto de países más desarrollados o con mayores recursos económicos.

2. Que la comunidad de negocios, en general, considera que el comercio electrónico y los negocios por internet son un recurso estratégico para el crecimiento y desarrollo socioeconómico de Argentina y principalmente de sus economías regionales.

3. Que a través de Internet se ha dado creación a un “territorio virtual”.
4. Que las transacciones de bienes y servicios por medios digitalizados se encuentran en constante crecimiento.
5. Que los negocios se articulan en una realidad compleja, por lo que resulta necesario no solamente el conocimiento del derecho tributario comparado y el análisis de la problemática legal y tributaria generada por la globalización, sino también del contexto  económico cambiante, del desarrollo vertiginoso del comercio electrónico (“e-commerce” y “e-business”), así como de la importancia de las modalidades contractuales aplicadas en el cibercomercio.
6. Que, en otro orden de ideas, la desmaterialización que produce el comercio electrónico obliga a replantear las bases futuras de la tributación, toda vez que se pone en crisis la aplicación práctica de los principios básicos de atribución de potestades tributarias, tales como el principio de fuente territorial en el impuesto a las ganancias y la definición del lugar del consumo en los gravámenes indirectos, tomado en consideración las necesidades propias de nuestra realidad económica.
7. Que dicho replanteo debería llevar a los países a integrar el comercio electrónico a sus propios sistemas tributarios, sin pretender alcanzarlo con gravámenes específicos que atenten contra el principio de neutralidad y perjudiquen la libre circulación comercial a través de Internet, sin perder de vista la efectividad de la pretendida imposición.
8. Que ello no significa mantener estáticos los sistemas tributarios sino, por el contrario, adecuarlos a los procesos tecnológicos de modo de adaptar la técnica tributaria a los nuevos paradigmas de negocios.

9. Que, en tal sentido, también los fiscos pueden sacar provecho de las ventajas que ofrece la tecnología para facilitar y mejorar la fiscalización del cumplimiento de las obligaciones tributarias, fomentando la bancarización mediante, por ejemplo, la ampliación de los sistemas de devolución de impuestos a los consumidores vigentes para el comercio tradicional.
10. Que la importancia relativa que está alcanzando el comercio electrónico frente al que podría denominarse “tradicional”, torna necesario encarar estas tareas en forma inmediata.

11. Que no debe perderse de vista el objetivo de fomento a la creación de riqueza, incluso por sobre el de recaudación liso y llano.

A.2. CONCLUSIONES:
1. Es menester contemplar, de manera expresa en la legislación tributaria, el tratamiento de las operaciones de comercio electrónico más usuales, a través de estándares previsibles y uniformes de interpretación, dando relevancia a la causa típica pretendida por las partes al llevar adelante la operación. 
2. En particular y en lo que respecta al impuesto al valor agregado, debe otorgarse certeza en cuanto al tratamiento aplicable a aquellas situaciones que bien podrían encuadrarse como ventas de cosas, prestaciones de servicios o cesiones de derechos.

3. En tal sentido, la comunidad de negocios considera importante promover el comercio electrónico y los negocios por Internet, facilitando su crecimiento e incentivando su uso a través de políticas fiscales adecuadas, otorgando certeza a la tributación sobre tales operaciones y brindando un marco de simplicidad (acorde con los principios de la tributación, en especial el de capacidad contributiva) y rápida adaptación que requiere un medio tan innovador y disruptivo. 

B. EN MATERIA DE TRIBUTACION Y CONTROL DEL COMERCIO INTERNACIONAL

B.1. CONSIDERANDO:

1. Que el comercio internacional de bienes y servicios transmitidos por medios digitalizados reviste una importancia creciente.
2. Que internacionalmente se ha promovido la gravabilidad de estas operaciones  en el Impuesto al Valor Agregado con competencia tributaria del país donde resida el prestatario de los servicios.
3. Que, en sentido contrario, los Estados Unidos de Norteamérica (EEUU), desde antigua data, han propiciado internacionalmente no gravar con derechos de importación los bienes transmitidos electrónicamente cuando traspasen las fronteras, como medio idóneo de promocionar y facilitar el consumo de bienes y servicios transmitidos por los medios digitalizados en los países consumidores.
4. Que esta   postura ha sido receptada favorablemente por los países miembro de la OCDE, por la OMC  y por aquellos países “fabricantes o productores” de bienes y servicios transmitidos digitalmente, entre los cuales en términos generales prima el criterio de gravar estas actividades con impuesto a la renta y bajo el concepto de “renta mundial”.
5. Que la legislación actual, a través de la reforma introducida al artículo 10 de la Ley Nº 22.415 por su similar Nº 25.063, ha pretendido gravar con derechos de importación:

a) las locaciones y prestaciones de servicios realizadas en el exterior, cuya utilización o explotación efectiva se lleve a cabo en el país, excluido todo servicio que no se suministre en condiciones comerciales ni en competencia con uno o varios proveedores de servicios; y b) los derechos de autor y derechos de propiedad intelectual.
6. Que tal reforma no ha incluido a los bienes transmitidos digitalmente, y tampoco ha producido, hasta la fecha, el resultado pretendido, toda vez que:
i) No se ha establecido una posición arancelaria para los servicios mencionados en el inciso  a) precedente;
ii) No se ha introducido en la legislación, como medio de  transporte autorizado, el uso de la red de Internet;
iii) Se han incorporado en dicha norma, como si se tratara de mercaderías, los derechos de autor y derechos de propiedad intelectual, los  que en realidad resultan ser ajustes del precio pagado o por pagar de las mercaderías introducidas al país de importación, conforme lo expresa el artículo 1º, en conjunción con el artículo 8º del Acuerdo de Valoración del GATT, receptado por la legislación nacional mediante las Leyes Nºs 23.311, 24.425 y el Decreto Nº 1.026/87, los que también forman parte del valor de los bienes inmateriales y servicios recibidos o enviados.
7. Que no obstante es necesario combatir la inequidad tributaria y la evasión impositiva proveniente de la economía informal, toda vez que, frente a la redacción actual de las normas aplicables en la materia, siempre que las mercaderías susceptibles de ser digitalizadas no sean parte de un objeto material que las contenga, escaparán a la tributación  en sede aduanera.
8. Que sin embargo ello no obsta para que los servicios puedan ser gravados con derechos de importación, tal como fuera la pretensión del legislador en la reforma de 1998, siempre que ello se considere oportuno.
9. Que una reforma adecuada del concepto de mercadería permitiría:

· Dotar a la legislación nacional de una definición moderna, clara y precisa en la cual se encuentre  incluido todo aquello susceptible de ser importado o exportado o de asignársele un destino aduanero (bienes materiales, inmateriales y servicios); y 

· Unificar criterios legales e interpretativos, tanto frente a la imposición exterior como a la imposición interior, tal como sucede en sede aduanera con la importación de objetos, por cuanto:

· Tanto la importación como la exportación de bienes digitalizables y de servicios, escapan a la imposición exterior en sede aduanera, y  

· La imposición interior (IVA p.ej.), en caso de producirse, se materializa fuera del ámbito aduanero con posible ahuecamiento de la base imponible.

10. Que a pesar de no tratarse de bienes transmitidos por medios digitalizados, la Organización Mundial del Comercio ha propiciado la exención de derechos de importación para el software de computación, como medio de promover aún más el crecimiento del comercio electrónico.
11. Que tal posición fue receptada por el Ministerio de Economía de la Nación a través de la  Resolución Nº 856/95, que en resumen expresa que todo programa de aplicación para computadoras -software- que ingrese al territorio aduanero nacional bajo la posición arancelaria  de la Nomenclatura Común del MERCOSUR (NCM) 8524 correspondiente a su continente, deberá tributar derechos de importación solamente sobre el valor de facturación de su soporte físico.

12. Que a contrario sensu, la exportación de software de computación efectuada en las mismas condiciones del  considerando anterior se encuentra gravada con derechos de exportación por resolución del citado Ministerio de Economía, lo cual produce una notoria inequidad y establece un tratamiento asimétrico frente a un mismo producto, y al crecimiento de la industria nacional del software.

13. Que el concepto de “exportación de servicios” ofrece diferentes alcances y plantea inconvenientes prácticos en nuestro país.

14. Que, en tal sentido, los servicios no cuentan con posición arancelaria.

15. Que, en el caso particular del software, puede ser exportado de formas distintas, cada una de ellas con su respectivo marco legal, ventajas y desventajas, a saber:

a)Vía Carga Aérea (con un permiso de exportación vía Aduana).
b) Por Correo/Courrier.
c) Por Internet.

16. Que asimismo y resultando a todas luces conveniente que la Aduana  ejerza el control de legalidad sobre la importación y exportación de bienes y servicios -tal como se viene realizando en otros países-, deben implementarse para ello las medidas adecuadas a dichos fines.
B.2. CONCLUSIONES:
1. Debería replantearse la legislación argentina aplicable al comercio electrónico internacional, teniendo en cuenta especialmente la condición de productor de servicios y productos digitales que, en forma creciente, exhibe nuestro país.

2. Se propicia modificar el concepto de “mercadería” a los fines de la imposición aduanera, dotándolo de un contenido tal que incluya los bienes materiales, así como aquellos susceptibles de ser digitalizados, eliminando a la vez distorsiones de su redacción, en un todo concordante con la realidad de los hechos económicos y las leyes imperantes (Leyes Nºs 22.425, 23.311 y 24.425).
3. Es necesario materializar el control sobre el aludido tipo de mercaderías por parte del servicio aduanero, impulsando el dictado de las normas necesarias para ello.

4. Deberían incorporarse los medios electrónicos como medios de transporte autorizados para el ingreso y egreso de mercaderías, en armonía con la definición propiciada más arriba, a cuyo fin deberían establecerse las posiciones arancelarias o similares pertinentes, de tal forma que permita asignar aquellas el régimen jurídico tributario respectivo.
5. Es necesario implementar medidas instrumentales que permitan el control del tráfico digital,  tales como: 

i) La creación de un registro  de inscripciones de sujetos domiciliados o constituidos en la República Argentina, que realicen operaciones de compraventa (por cuenta propia o como intermediarios) de bienes o servicios, a través de medios digitales y sus  correspondientes datos identificatorios y los de las transacciones respectivas.
ii) La creación de un registro  para los agentes de pago de las transacciones (tarjetas de crédito, instituciones financieras, etc.).
iii) La implementación de la obligación, para aquellos que realicen habitualmente estas operaciones, de  informar (con carácter de declaración jurada)  los  datos concernientes a las operaciones realizadas y las sumas percibidas o abonadas. Y
iv) La implementación de otras medidas instrumentales conexas que sean consideradas necesarias por las autoridades nacionales a los fines propuestos.
6. Finalmente y como pauta rectora, se considera necesario tener presente, a la hora de formular la legislación aduanera, la conexión de la política aduanera con el sistema tributario, incluyendo esta visión global en la exposición de la postura argentina sobre el tratamiento aduanero del comercio electrónico ante la Organización Mundial de Comercio.
C. EN MATERIA DE IMPOSICION A LA RENTA, ESTABLECIMIENTOS PERMANENTES Y CONVENIOS PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN
C.1. CONSIDERANDO:

1. Que ciertos conceptos adoptados de antaño, por la ley del impuesto a las ganancias, como el de “asesoramiento técnico, financiero o de otra índole, prestado desde el exterior” (contenido en el artículo 12 de la ley del tributo), evidencian dificultades en su aplicación práctica que ameritan aclaraciones normativas. Ello ha dado lugar a jurisprudencia contradictoria, como la que se ha dado al analizar la utilización de software para reserva de pasajes aéreos en diferentes causas originadas en determinaciones  del fisco nacional contra compañías aéreas.  

2. Que el ya aludido constante desarrollo del comercio electrónico directo dificulta, diluye o confunde conceptos básicos de la tributación en el ámbito internacional.

3. Que el término “establecimiento permanente”, tal cual se define en las normas impositivas nacionales y en los Convenios para evitar la doble tributación, no incluye  expresamente estos nuevos conceptos, crecientemente móviles, faltos de localización fehaciente y con un enfoque de funcionamiento global o internacional.
4. Que en el mundo globalizado actual, donde la prestación de servicios interfronterizos (o “cross border” por su denominación en inglés) crece constantemente,  los sujetos residentes en Argentina que resultan exportadores de servicios o asistencia técnica, brindados en nuestro país y utilizados en el exterior, enfrentan la imposibilidad de computar, como crédito por impuesto análogo, el tributo retenido en el exterior. Ello, por cuanto la exportación de servicios o asistencia técnica genera, para el residente en el país, ganancias de fuente argentina, razón por la cual la retención sobre tales ganancias que resulte aplicable en el país receptor del servicio o asistencia técnica, deviene en un excesivo mayor costo.  
C.2. CONCLUSIONES:

1. La legislación del impuesto a las ganancias, en cuanto a las operaciones del comercio electrónico, incluyendo en particular las prestaciones vinculadas con el software, debe ser dinámica, acogiendo prontamente en su normativa, en tanto ello sea posible, las evoluciones constantes del negocio.
2. Asimismo y a los fines del impuesto a las ganancias, es necesario reevaluar la definición de rentas de fuente argentina y, por contraposición, extranjera, de modo de no discriminar entre operaciones que tengan por fin la misma causa, aunque ellas se concreten por distintos medios (v.g. soporte físico, magnético o digital).

3. A los fines del art. 12 de la ley de impuesto a las ganancias:
i) resulta necesario definir, de manera amplia y casuística, el alcance que debe darse al concepto de “utilización económica” de servicios en el país, en especial en aquellos casos de sitios web ubicados en el exterior que permiten el acceso a bases de datos generales de varios países del mundo, entre ellos la Argentina; y

ii) debería complementarse la definición de lo que debe entenderse por “asesoramiento técnico, financiero o de otra índole prestado desde el exterior”, con la finalidad de simplificar la labor interpretativa de los contribuyentes y de la autoridad fiscal, y evitar jurisprudencia que pudiera resultar contradictoria en sus conclusiones.

4. Es necesario precisar, en el ámbito del impuesto a las ganancias, los alcances del término “establecimiento permanente” para las hipótesis específicas de comercio electrónico, sin perjuicio de que, por sus propias características, el mismo pueda resultar diferente del adoptado para el comercio tradicional.
5. En los nuevos convenios para evitar la doble imposición que celebre nuestro país, o bien en nuestra legislación interna, debería incorporarse una disposición que faculte el cómputo, como crédito de impuesto, de las sumas ingresadas por impuestos análogos al impuesto a las ganancias, en aquellos casos en que se someta a imposición en el exterior rentas, beneficios o ganancias de un sujeto no residente, por servicios prestados al exterior (tales como asistencia técnica o exportación de servicios), los que por ser considerados ganancias de fuente argentina, actualmente no admiten dicho cómputo. 

D. EN MATERIA DE IMPOSICION A LOS CONSUMOS

     IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

D.1. CONCLUSIONES:

1. A los fines de la aplicación del Impuesto al valor agregado, es necesario definir cuál deberá considerarse como el lugar donde se “realizan” las operaciones, en los casos de provisión de servicios y bienes inmateriales a través de sitios web.

2. Del mismo modo, es preciso delimitar el alcance que debe darse al concepto de “utilización o explotación efectiva” de servicios a que alude el artículo 1º, inc. d), de la ley del gravamen (“importación de servicios”), estableciendo parámetros que permitan precisar en qué casos un servicio o intangible prestado o suministrado on line  se utiliza o aprovecha en el país del domicilio del prestatario o comprador, así como los datos que permitirán conocer tal domicilio.

E. EN MATERIA DE IMPUESTO DE SELLOS

E.1. CONSIDERANDO:

1. Que el empleo de correos y otros medios electrónicos para concertar operaciones plantea controversias, en términos de si los mismos constituyen instrumentos idóneos para configurar el nacimiento del hecho imponible en materia de impuesto de sellos.

2. Que ello no obstante, la ausencia de firma digital en los documentos electrónicos impide que los mismos detenten virtualidad jurídica.

E.2. CONCLUSION:

Los correos y otros medios electrónicos, por medio de los cuales se concierten operaciones, que no cuenten con firma digital, no se encuentran alcanzados por el impuesto de sellos.

F. EN MATERIA DE REGIMENES DE RECAUDACION

F.1. CONSIDERANDO:

1. Que los regímenes de recaudación, en general, se han convertido en una herramienta de recaudación y fiscalización de ineludible utilización por parte de las autoridades fiscales de los distintos niveles de gobierno.

2. Que ello no obstante, no puede admitirse su implementación sin atender elementales principios que rigen la materia tributaria, lo que implica un irrestricto respeto por los derechos y garantías individuales que asegura nuestra Constitución Nacional.

3. Que constituye evidencia patente de tal avasallamiento, la superposición de múltiples regímenes de recaudación (retención, percepción, recaudación bancaria), que inciden sobre los sujetos inscriptos en el tributo (IVA o Impuesto sobre los Ingresos Brutos, según corresponda), que en algunos casos resultan aplicables sobre montos correspondientes a operaciones no alcanzadas por el tributo y que en forma sistemática generan saldos a favor de los contribuyentes.

4. Que los regímenes de percepción establecidos, en materia específica de operaciones por medio de portales de Internet, por la Resolución General (AFIP) 2.955 y por la Resolución General (AGIP) 142/2010 y 2.133/2010 (DGR CABA) alcanzan las operaciones de venta de bienes muebles nuevos, prestaciones de servicios y/o locaciones de obra celebradas a través de portales de comercio electrónico.
5. Que, en tal sentido, se considera que la condición de nuevo o usado del bien comercializado  no indica, por si sola, que el vendedor no resulte sujeto pasible del impuesto al valor agregado o del impuesto sobre los ingresos brutos, y que alcanzar solamente la venta de bienes muebles nuevos implicaría una ventaja sin fundamento para aquellos que se dediquen a la venta habitual de bienes muebles usados, más allá de las exclusiones que merecerían ser establecidas por la normativa (por ejemplo venta de bienes de uso).

6. Que, en sentido contrario y siendo las ventas de bienes de uso consideradas, en general, operaciones no alcanzadas por el impuesto sobre los ingresos brutos según la normativa de cada jurisdicción, ninguno de los regímenes de percepción del mencionado impuesto antes aludidos excluye explícitamente de su aplicación a las operaciones de venta de bienes de uso. Si bien en ambos casos la normativa se remite, para las situaciones no previstas, a los regímenes generales, al tratarse de un esquema de percepción diferenciado y no existir disposiciones expresas, los sujetos involucrados se exponen a un escenario incierto respecto a la interpretación de los alcances de la normativa en cuestión.

7. Que, del mismo modo, en el caso de los sujetos pasibles de la percepción del impuesto sobre los ingresos brutos en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, comprendidos en el marco del Convenio Multilateral, la mencionada norma recaudatoria no prevé la reducción de la alícuota aplicable a tales sujetos, como así tampoco exclusión alguna en razón de poseer coeficiente unificado por debajo de la pauta general del 0,1 o similar.

8. Que en el ámbito específico de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, no existen mecanismos normativos a los efectos de que los contribuyentes que exhiban saldos a su favor u otros rasgos distintivos tramiten su exclusión de los regímenes de recaudación. En tal sentido, frente a la aplicación simultánea de diversos regímenes de recaudación, los contribuyentes pueden verse perjudicados al generarse saldos a su favor que se perpetúan en el tiempo.

9. Que en materia de “ventas entre ausentes”, el actual artículo 16 de la Resolución General Nº 2/2010 de la Comisión Arbitral, establece que corresponde entender que el vendedor de los bienes ha efectuado gastos en la jurisdicción del domicilio del adquirente en el momento en que éste formule su pedido a través de medios electrónicos, por lo que el ingreso se atribuirá a la misma.
10. Que, consecuentemente, los regímenes de percepción de la Ciudad de Buenos Aires y de la Provincia de Tucumán para portales electrónicos han dispuesto que, en el caso de vendedores inscriptos en el Convenio Multilateral, deberá practicarse percepción cuando el domicilio del adquirente esté localizado en las respectivas jurisdicciones.

11. Que en tal sentido, si bien se entiende que los regímenes establecidos por las citadas jurisdicciones respetan el criterio adoptado por la Comisión Arbitral, en los hechos este representa un concepto cuestionable, ya que el domicilio declarado por el adquirente no necesariamente podría no ser el lugar de entrega efectiva de los bienes ni el destino final de los mismos, como así tampoco el lugar de prestación de servicios involucrados en la transacción.
F.2. CONCLUSIONES:

1. En relación con los sistemas de recaudación de los gravámenes en general, es conveniente implementar regímenes de retención en la fuente en oportunidad del pago de los bienes y servicios adquiridos a través de medios electrónicos, que obligue al pagador local en tanto se trate de un sujeto de impuestos locales que actúa en el marco de sus negocios así como a las entidades administradoras de tarjetas de créditos y sistemas de pago electrónico en todos los restantes casos.

2. Ello no obstante, en la formulación de dichos regímenes, al igual que en cualquier otra modalidad de comercio tradicional, es menester dejar a un lado la voracidad recaudatoria, de modo tal que, sin renunciar en modo alguno al combate de la evasión, se contemple la situación de los contribuyentes cumplidores, que sufren una desmedida e ilegal carga tributaria, a la que contribuye la carga financiera originada por el mantenimiento de constantes saldos a favor del contribuyente.

3. La proliferación de regímenes de recaudación superpuestos origina impuestos sin ley que violan esenciales garantías constitucionales.
4. Los regímenes especiales de recaudación establecidos con relación a operaciones llevadas a cabo por intermedio de portales de Internet, deberían incluir como operaciones alcanzadas, las ventas de bienes usados por parte de habitualistas.

5. Debido a que tanto en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires como en la Provincia de Tucumán, las ventas de bienes de uso no forman parte de la base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos, resultaría conveniente excluir expresamente tales operaciones de los regímenes de percepción tratados.
6. Todo régimen de recaudación del impuesto sobre los ingresos brutos debería contemplar, con relación a los sujetos pasibles comprendidos en el Convenio Multilateral: i) la exclusión de los sujetos cuyo coeficiente unificado correspondiente a la jurisdicción en cuestión, resulte inferior a cierto parámetro, como podría ser el 0,1 fijado de antaño por la Comisión Arbitral; y ii) la reducción de la alícuota aplicable.
7. Resulta necesaria la implementación de un procedimiento de solicitud de exclusión de regímenes de recaudación del impuesto sobre los ingresos brutos en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a efectos de evitar el perjuicio financiero que provoca a los contribuyentes la superposición de regímenes de recaudación.

8. Debería reformularse la presunción de existencia de sustento territorial derivado de la presunta realización de gastos en la jurisdicción, por el hecho de operar por medios electrónicos, contenida en el artículo 16 de la Resolución General Nº 2/2010 de la Comisión Arbitral, presunción que resulta cuestionable y que requiere fijar pautas más objetivas a efectos de atribuir el ingreso, con la consecuente y armónica delimitación de la procedencia de las percepciones del tributo.
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